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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
SEGURIDAD SOCIAL / PRESTACIONES EN CASO DE ENFERMEDAD PROFESIONAL / CORRESPONDE OTORGARLAS A LA ARL VIGENTE AL MOMENTO DE REQUERIRLAS.
… en el evento de contraer una enfermedad de origen profesional, es indiscutible que la ARL encargada de brindar las prestaciones asistenciales y económicas al afectado sería la vigente al momento de solicitar la prestación del servicio, aun cuando el siniestro o el inicio de la patología se hubiera presentado en la vigencia de la afiliación a otra ARL…, ello, SIN PERJUICIO del derecho de repetir ante su antecesora, según la proporción del tiempo de exposición al riesgo que haya tenido el afiliado en aquella. 

Entonces, esa facultad de recobro que apunta la norma, pareciera validar en cierto modo y de manera limitada la figura de la cesión de obligaciones, por cuanto la ARL entrante se compromete a continuar prestando asistencia a su nuevo afiliado, aun cuando tenga ya antecedentes de la enfermedad y hubiera iniciado los trámites de determinación del origen y calificación de la misma… 

Entonces, debemos adicionalmente decir que la decisión de primer nivel no fue desatinada al concluir que cierta responsabilidad podría recaer en la ARL Equidad, porque a la luz de la norma en cita, recordemos: “Las prestaciones asistenciales y económicas derivadas de un accidente de trabajo o de una enfermedad profesional, serán reconocidas y pagadas por la administradora en la cual se encuentre afiliado el trabajador en el momento de ocurrir el accidente o, en el caso de la enfermedad profesional, al momento de requerir la prestación”…
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ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por parte del Apoderado General de la ARL EQUIDAD, Dr. Jesús Alberto Valderrama Lozano, en contra del fallo de tutela proferido por el Juzgado 1º Penal del Circuito Especializado de Pereira el 25 de agosto de 2020, mediante el cual fueron amparados los derechos fundamentales a la salud, debido proceso y seguridad social del señor GENTIL RODRÍGUEZ BARRETO.

ANTECEDENTES FÁCTICOS:

Los hechos jurídicamente relevantes consignados en el libelo, se contraen a afirmar que el señor Gentil Rodríguez Barreto contrajo unas enfermedades de origen profesional, a la par que desarrollaba labores como cortador de caña de azúcar en la empresa “Agrocorte” del municipio de La Virginia. Tales diagnósticos consisten en “SINDROME DE MANGUITO ROTATORIO, TENDINITIS CALIFICANTE DEL HOMBRO Y TENDINITIS DE BICEPS”. 
Agregó que esas patologías fueron catalogadas en primera instancia como de origen laboral, mediante dictamen del 30 de abril de 2017 emitido por la EPS Coomeva, pero en contra de esa decisión, su entonces ARL Equidad se mostró inconforme sufragando los gastos de honorarios para valoración ante la Junta Regional de Calificación tan solo en el 2019, Corporación que ratificó dicho concepto el 4 de septiembre de 2019.
El 4 de octubre de 2019, una profesional de salud ocupacional (no se indicó de cuál institución o entidad) le sugirió que solicitara a la ARL atenciones, prestaciones y, sobre todo, las restricciones médicas para apartarlo de sus labores generales. 
Así las cosas, el 31 de ese mes y año, el accionante le solicitó a la ARL Equidad que le asignaran una cita de valoración para emitir las restricciones médicas pertinentes y además emitiera el dictamen de calificación de porcentaje de PCL. Sin embargo, recibió respuesta en el sentido que la nueva entidad encargada de darle trámite a esa petición era la ARL Positiva, por cuanto el señor Gentil fue trasladado allí desde el 31 de enero de 2019. 
El 31 de enero de 2020 se radicó derecho de petición en la ARL Positiva elevando las mismas peticiones, y de igual manera, esa entidad contestó que no tiene competencia para atenderlas y además puso de presente que no se le notificó el dictamen de la Junta Regional. 
El 6 de junio de 2020 se elevó petición ante la Junta Regional de Calificación de Invalidez para que le notificaran el dictamen a la ARL Positiva, pero ese Organismo contestó que ello no era posible porque el trámite ya culminó y la ARL Equidad no hizo partícipe a la primera en ese asunto. 

Por las circunstancias descritas, el señor Gentil se está viendo perjudicado porque se ve obligado a laborar como un trabajador raso, además, no se le dan citas médicas y su tratamiento se ha visto interrumpido por no haber entidad alguna que se responsabilice de su caso. 

PRETENSIONES:

De conformidad con los hechos narrados en precedencia, el accionante solicitó que se tutelen sus derechos fundamentales a la salud, dignidad humana, igualdad, debido proceso y seguridad social, y en virtud de ello, se ordene a quien corresponda, que proceda a expedir las restricciones médicas a que haya lugar para que sean acatadas por el empleador; además, se le garantice atención en salud que abarque todos los procedimientos médicos necesarios para el tratamiento de sus diagnósticos, y, finalmente, se determine el porcentaje de pérdida de capacidad laboral.  
ANTECEDENTES PROCESALES:

1. Admisión: 

El Juzgado de 1º instancia avocó el conocimiento de la actuación por medio de auto del 14 de agosto de 2020, en el que ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos a las ARL Positiva y Equidad.
2. Intervenciones: 

En el devenir del proceso se recibió únicamente un pronunciamiento por parte de la ARL Equidad, la cual expresó por intermedio de su apoderado general que el señor Gentil Ernesto estuvo afiliado a esa entidad hasta el 31 de agosto de 2017. 
Que figura en esa entidad el reporte de dos diagnósticos “M752 TENDINITIS CALCIFICANTE DE HOMBRO IZQUIERDO” y “M751 SÍNDROME DE MANGUITO ROTATORIO HOMBRO IZQUIERDO” calificados en primera oportunidad como de origen laboral por la EPS Medimás, según dictamen del 3 de abril de 2017, en contra de la cual esa ARL presentó controversia y realizó el pago de honorarios el 31 de enero de 2019. 
Por otro lado, argumentó que desde el 28 de enero de 2019 la empresa “Agrocorte Risaralda” realizó el traslado del accionante hacia la ARL Positiva, y en esa fecha, Equidad trasladó los expedientes de enfermedad laboral con destino a la nueva administradora de riesgos laborales, radicación que fue recibida en esta última el 30 de enero de 2019. 
Toda esta información es de conocimiento del accionante, a quien se le reiteró mediante oficio del 19 de agosto de 2020 que: “ 

“Teniendo en cuenta su solicitud y en validación adelantada por nuestra entidad, se reitera que, nuestra entidad presento controversia frente al dictamen y procedió a realizar el pago de honorarios el 31/01/2019 a la Junta Regional, de la cual, se han adjuntado en respuestas a derechos de petición anteriores, los soportes que evidencian dicho trámite, del cual, se adjunta nuevamente dictamen dirimido por Junta Regional, así como se indica que, fue posteriormente trasladado a su actual ARL POSITVA con los diagnósticos relacionados de TENDINITIS CALCIFICANTE DE HOMBRO IZQUIERDO; SÍNDROME DE MANGUITO ROTATORIO HOMBRO IZQUIERDO, por lo cual, se vuelve a adjuntar certificado de traslado enviado y guía de recibido por parte de ARL POSITIVA, así como certificación donde se puso en conocimiento del caso ante su actual ARL. Así las cosas, le sugerimos elevar su petición relacionada con atención asistencial al señor GENTIL RODRIGUEZ BARRETO a su actual ARL, a la cual se encuentra afiliado.”.
3. Sentencia: 

Una vez realizado el estudio de la situación fáctica planteada, el Despacho de conocimiento resolvió mediante sentencia del 25 de agosto de 2020 conceder la solicitud de amparo invocada, para lo cual, puso de presente que: 

“Al respecto, si bien es cierto, actualmente el señor Gentil Rodríguez Barreto no está vinculado a la ARL La Equidad Compañía de Seguros, porque según se informa lo estuvo hasta el 31 de agosto de 2017 e inició su cobertura con la ARL Positiva el 1 de septiembre de ese mismo año y su expediente fue remitido a la ARL Positiva el 30 de enero de 2019, también lo es que, acorde con la reglamentación legal, corresponde a la ARL La Equidad Compañía de Seguros, no solamente expedir las restricciones médicas solicitadas en favor del señor Gentil Rodríguez Barreto con destino a su empleador, para que lo reubique en su puesto de trabajo, sino que además, debe proceder a calificar la pérdida de la capacidad laboral acorde a las patologías de origen laboral que padece el señor Gentil, porque para el 3 de abril de 2017, fecha en la que por primera vez se calificó el origen de sus enfermedades por la EPS COOMEVA, era la entidad a la que estaba afiliado en riesgos laborales, la cual inclusive, manifestó inconformidad frente al primer dictamen, como lo aceptó en su contestación. 

La norma-Parágrafo del artículo 1 de la Ley 776 de 2002-dispone muy claramente que la ARL a la que corresponde reconocer las prestaciones económicas y asistenciales de los afiliados al Sistema General de Riesgos Laborales en caso de enfermedad laboral es a la que esté afiliado el trabajador al momento de requerir la prestación. 

De allí, que para el momento en que se inició el trámite de requerimiento de la calificación de la pérdida de la capacidad laboral del señor Gentil Rodríguez Barreto antes del 3 de abril de 2017- estaba afiliado a la ARL La Equidad Compañía de Seguros, por ello es esa la ARL que debe tramitar dicho proceso hasta su terminación, con la expedición del dictamen de la calificación de la pérdida de la capacidad laboral, con determinación del porcentaje, el origen de las enfermedades y la fecha de estructuración.”
Por tal razón, se le ordenó a la ARL La Equidad que, en el término de 48 horas, contado a partir de la notificación de esa decisión, continuara con el proceso de calificación de la pérdida de capacidad laboral del señor Gentil Rodríguez Barreto, dejando por sentado que el mismo debía culminar con la expedición del dictamen de pérdida de capacidad laboral, con definición del porcentaje, origen de las enfermedades y fecha de estructuración, en un plazo máximo de un mes. De igual manera, le ordenó que procediera a expedir las restricciones médicas del señor Rodríguez Barreto para su puesto de trabajo, las cuales deberá remitir a su empleador, Agrocorte Risaralda, a fin de que sea reubicado. Finalmente, le ordenó que garantice al titular de los derechos el acceso a la atención médico asistencial que requiera, y el reconocimiento y pago de las prestaciones causadas con ocasión de las patologías profesionales que presenta. 
IMPUGNACIÓN:

Una vez enterado de la decisión, y encontrándose dentro del término oportuno, el apoderado general de la ARL Equidad presentó un oficio mediante el cual la impugnó; para fundamentar su discrepancia, además de insistir en los planteamientos formulados en su escrito de contestación inicial, señaló enfáticamente que carece de legitimación en esta causa por pasiva.
En atención a lo dicho, solicitó que se revoque el fallo de primer grado. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA:

1. Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política y 32 del Decreto 2591 de 1991.

2. Problema jurídico: 

Le corresponde determinar a esta Sala si le asistió la razón a la Juez de primer nivel en la decisión adoptada en el presente asunto, según los elementos de prueba recaudados en el devenir de la actuación, o si por el contrario acierta en sus reproches la entidad impugnante, al señalar que no debió descargarse en ella una responsabilidad que según la norma aplicable no le correspondería. 
3. Solución: 

La acción de tutela consagrada en el artículo 86 Superior, reglamentada por el Decreto Ley 2591 de 1991, es el mecanismo judicial desarrollado por el Constituyente Primario para brindar a los ciudadanos colombianos la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales transgredidos por la acción o la omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente consagrados en la ley, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución. 

De manera inicial, hemos de decir que en este asunto están reunidos los elementos o requisitos básicos de procedibilidad de la tutela: el de legitimación, porque quien incoa la acción es la persona directamente afectada a través de la representación judicial de un profesional del derecho, según poder debidamente otorgado; así mismo, se cumple la regla de inmediatez, porque si bien el debate hace alusión a hechos que empezaron a tener ocurrencia en el año 2017, se mantienen vigentes, así como lo sigue estando la afectación a los derechos reclamados; finalmente, se acredita la subsidiariedad, no por la inexistencia de otros mecanismos de defensa, sino porque para la Sala, la no intervención en favor de los intereses del accionante podría redundar en la ocurrencia de un perjuicio irremediable, pues padeciendo patologías ya reconocidas en un dictamen inicial no está recibiendo atención en salud, no tiene límites en materia del ejercicio laboral que le podría resultar perjudicial y no conoce el porcentaje de su pérdida de capacidad laboral que podría conspirar positivamente para acceder a un reconocimiento pensional por invalidez. Siendo así las cosas, se descenderá al análisis de los planteamientos formulados por el accionante, en consonancia con los reproches presentados en contra del fallo de primer nivel por la entidad impugnante.  

La matriz normativa aplicable en este caso, en criterio de la Sala, sería el artículo 1º de la Ley 776 de 2002 “Por la cual se dictan normas sobre la organización, administración y prestaciones del Sistema General de Riesgos Profesionales”, cuyo parágrafo segundo deja por sentado que: 
“Las prestaciones asistenciales y económicas derivadas de un accidente de trabajo o de una enfermedad profesional, serán reconocidas y pagadas por la administradora en la cual se encuentre afiliado el trabajador en el momento de ocurrir el accidente o, en el caso de la enfermedad profesional, al momento de requerir la prestación.  

Cuando se presente una enfermedad profesional, la administradora de riesgos profesionales que asume las prestaciones, podrá repetir proporcionalmente por el valor pagado con sujeción y, en la misma proporción al tiempo de exposición al riesgo que haya tenido el afiliado en las diferentes administradoras, entidades o a su empleador de haber tenido períodos sin cobertura. 
Para enfermedad profesional en el caso de que el trabajador se encuentre desvinculado del Sistema de Riesgos Profesionales, y la enfermedad sea calificada como profesional, deberá asumir las prestaciones la última administradora de riesgos a la cual estuvo vinculado, siempre y cuando el origen de la enfermedad pueda imputarse al período en el que estuvo cubierto por ese Sistema.

La Administradora de Riesgos Profesionales en la cual se hubiere presentado un accidente de trabajo, deberá responder íntegramente por las prestaciones derivadas de este evento, tanto en el momento inicial como frente a sus secuelas, independientemente de que el trabajador se encuentre o no afiliado a esa administradora.

Las acciones de recobro que adelanten las administradoras son independientes a su obligación de reconocimiento del pago de las prestaciones económicas dentro de los dos (2) meses siguientes contados desde la fecha en la cual se alleguen o acrediten los requisitos exigidos para su reconocimiento. Vencido este término, la administradora de riesgos profesionales deberá reconocer y pagar, en adición a la prestación económica, un interés moratorio igual al que rige para el impuesto de renta y complementarios en proporción a la duración de la mora. Lo anterior, sin perjuicio de las sanciones a que haya lugar.”
Como se puede apreciar, en el evento de contraer una enfermedad de origen profesional, es indiscutible que la ARL encargada de brindar las prestaciones asistenciales y económicas al afectado sería la vigente al momento de solicitar la prestación del servicio, aun cuando el siniestro o el inicio de la patología se hubiera presentado en la vigencia de la afiliación a otra ARL, ello, SIN PERJUICIO del derecho de repetir ante su antecesora, según la proporción del tiempo de exposición al riesgo que haya tenido el afiliado en aquella. 
Entonces, esa facultad de recobro que apunta la norma, pareciera validar en cierto modo y de manera limitada la figura de la cesión de obligaciones, por cuanto la ARL entrante se compromete a continuar prestando asistencia a su nuevo afiliado, aun cuando tenga ya antecedentes de la enfermedad y hubiera iniciado los trámites de determinación del origen y calificación de la misma, pero aun así, le asiste la posibilidad de exigir la devolución de los dineros o gastos en que deba incurrir por tal virtud, cuando lo que se está cubriendo o amparando son servicios que corresponden a la vigencia de la otra entidad, como una especie de responsabilidad fraccionada o compartida.    
Entonces, debemos adicionalmente decir que la decisión de primer nivel no fue desatinada al concluir que cierta responsabilidad podría recaer en la ARL Equidad, porque a la luz de la norma en cita, recordemos: “Las prestaciones asistenciales y económicas derivadas de un accidente de trabajo o de una enfermedad profesional, serán reconocidas y pagadas por la administradora en la cual se encuentre afiliado el trabajador en el momento de ocurrir el accidente o, en el caso de la enfermedad profesional, al momento de requerir la prestación”, desde luego que ese requerimiento surge a partir del momento en que se presenta el diagnóstico y el paciente empieza a sufrir la sintomatología de las enfermedades, pero como quiera que en muchos eventos, como sucede en el caso del accionante, la persona que adquiere una enfermedad profesional sigue requiriendo de manera especial, el acceso a las prestaciones asistenciales, Vrg. atención en salud, y la calificación del porcentaje de PCL para eventualmente acceder a un reconocimiento pensional por invalidez, no podemos predicar que la obligación sigue siendo del resorte de la entidad cuyo contrato perdió su vigencia, porque según los parámetros normativos ya revisados, ese deber se traslada, como ya se dijo, a la administradora de riesgos profesionales que se encuentre vigente y que en este caso no es otra que Positiva.  
Aunado a lo anterior, no podemos dejar de lado que la ARL Equidad presentó en este asunto las justificaciones y argumentaciones defensivas que consideró pertinentes, las cuales no resultan desatinadas, si tenemos en cuenta que acreditó haber dirigido a la ARL Positiva oficio del 28 de enero de 2019, en el que corrió traslado de los expedientes de enfermedad laboral de los trabajadores que iniciaron cobertura con esa entidad a partir del 1º de septiembre de 2017, y entre ellos se encuentra el señor Gentil Rodríguez Barreto, indicando además que la información adjunta contenía “información suficiente para crear los siniestros y dar continuidad al proceso de atención”, como “Base de datos que contiene: Identificación del usuario, detalle del proceso de calificación de origen y de PCL, Indemnización, Clasificación de Severidad y estado actual del caso”, y “Certificación escrita de las enfermedades laborales reconocidas al trabajador”, información que según se refleja en la actuación, se recibió en las instalaciones de la ARL Positiva el 30 de enero de 2019, sin que conste que al respecto haya presentado objeción alguna. 
También existe en el expediente una comunicación dirigida a la ARL Positiva, misma que fuera suscrita por la entidad impugnante, en la que dan respuesta a una petición presentada por la primera de ellas donde requería información de la fecha de calificación en primera oportunidad, cotización de riesgos laborales y certificación de reconocimiento o no de indemnización de pérdida de capacidad laboral, informe que data del 3 de marzo de 2019. 
Como si no fuera suficiente lo anterior, la Colegiatura estima que en lo que tenía que ver con la la ARL Positiva, debió interpretarse de manera negativa su silencio, y dar aplicación a la presunción de veracidad de que trata el artículo 20 del Decreto 2591 de 1991, pues es claro que nada le interesó por lo menos tratar de dar una solución a la problemática de quien ahora es su afiliado, y tampoco le sirvió como estímulo el presentar sus justificaciones y argumentos a la judicatura para salir bien librada en sus aspiraciones como sujeto pasivo.  
Es por lo anterior que se avalará la decisión de primera instancia, en el sentido de amparar los derechos fundamentales invocados por el apoderado del señor Gentil Rodríguez Barreto, sin embargo, se habrá de modificar la autoridad obligada de hacerlo, la cual, en sentir de la Colegiatura, no debía ser la ARL Equidad sino la ARL Positiva, quien, si así lo considera necesario, deberá en una actuación administrativa o judicial diferente a esta, ejercer las acciones de recobro que considere necesarias. 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado 1º Penal del Circuito Especializado, en el sentido de conceder la solicitud de amparo deprecada por el señor GENTIL RODRÍGUEZ BARRETO, por intermedio de apoderado.
SEGUNDO: MODIFICAR LOS ORDINALES SEGUNDO Y TERCERO del fallo revisado, los cuales quedarán así:

“SEGUNDO: ORDENAR ARL POSITIVA que, en el término de 48 horas, contado a partir de la notificación que de esta sentencia se le haga, continúe con el proceso de calificación de la pérdida de capacidad laboral del señor Gentil Rodríguez Barreto, el cual deberá culminar con la expedición del dictamen de la pérdida de capacidad laboral, con definición del porcentaje, origen de las enfermedades y fecha de estructuración, en un plazo máximo de un mes. Así mismo, y dentro del término inicial, deberá expedir las restricciones médicas al señor Gentil Rodríguez Barreto para laborar en su puesto de trabajo, las cuales deberá remitir a su empleador, Agrocorte Risaralda, a fin de que sea reubicado, dadas las particulares condiciones de salud en que se halla.

TERCERO: La ARL positiva deberá, así mismo, garantizar la atención médico asistencial que requiera el señor Gentil Rodríguez Barreto y el reconocimiento y pago de las prestaciones causadas, con ocasión de las patologías de origen laboral que padece.” 

TERCERO: REVOCAR el numeral cuarto de la sentencia impugnada que ordenó la desvinculación de la ARL POSITIVA. 

CUARTO: DESVINCULAR de este asunto a la ARL EQUIDAD. 

QUINTO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE:

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

Con impedimento
LUZ STELLA RAMÍREZ GUTIÉRREZ
Magistrada
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